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lona y los enjuiciados después por el Juzgado Penal
número 17 de los de Madrid y, en apelación, por la
Sección Séptima de la Audiencia Provincial de esta capi-
tal; ni tampoco precisar si existió o no continuidad delic-
tiva entre los hechos constitutivos de una y otra conducta
defraudatoria. Tales cuestiones ya fueron oportunamente
suscitadas ante estos últimos órganos jurisdiccionales,
que ofrecieron al condenado-apelante una respuesta judi-
cial adecuadamente motivada y en modo alguno arbi-
traria, al desestimar ambos la excepción procesal de cosa
juzgada planteada por aquél con apoyo en el art. 666-2.o
de la L.E.Crim.

Desde una perspectiva estrictamente constitucional,
el problema a dilucidar es otro. Ciertamente, al tiempo
de enjuiciarse los hechos llevados a cabo por el deman-
dante de amparo en su consulta de Madrid, ya existía
una Sentencia penal firme, dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona en 6 de noviembre de 1985, por
la que se condenaba a aquél como autor responsable
de un delito continuado de estafa. Ha de precisarse, no
obstante, que la condena penal impuesta por la Sen-
tencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, mante-
nida en casación por la Sala Segunda del Tribunal Supre-
mo, no tuvo en cuenta en modo alguno los hechos o
la conducta desarrollada por el imputado en su clínica
de Madrid, y que a esta última se constriñó, con exclu-
sividad, el pronunciamiento condenatorio de las Senten-
cias impugnadas en este amparo, sin contemplar ni
extenderse a los acaecimientos ya reprochados penal-
mente en la sentencia de la Audiencia Provincial de Bar-
celona. Desde esta sola consideración, que pone de relie-
ve la no concurrencia de identidad fáctica como ele-
mento integrante del principio non bis in idem, ha de
concluirse que el hoy demandante de amparo no fue
condenado penalmente dos veces por unos mismos e
idénticos hechos, de manera tal que las Sentencias
impugnadas no han vulnerado el mencionado principio.

5. Cuestión distinta, si bien complementaria de la
anterior, es la consistente en determinar si, en atención
a la naturaleza del delito de estafa por el que fue con-
denado y de las concretas circunstancias que concurrie-
ron en su comisión, el enjuiciamiento en sede penal de
la conducta delictiva imputada al hoy demandante de
amparo debió o no realizarse conjuntamente en el seno
de un mismo proceso, de suerte que la duplicidad de
procedimientos penales, sucesivamente sustanciados,
habría producido una agravación injustificada de la pena
en su resultado final, como consecuencia de una dupli-
cidad de condenas. Sin embargo, tampoco desde esta
perspectiva puede estimarse que la no apreciación de
la cosa juzgada penal por parte del Juzgado y la Audien-
cia Provincial de Madrid hubiese ocasionado al actor
un resultado de esa naturaleza.

En efecto, basta para rechazar este eventual resultado
lesivo comprobar que la pena impuesta en el segundo
de los procesos judiciales, referido a los hechos acae-
cidos en Madrid, lo fue en su grado mínimo, y que, en
su consideración conjunta con la anterior, comporta una
sanción penal inferior a la que hubiese podido imponer
la Audiencia Provincial de Barcelona, en la hipótesis de
haberse acumulado ambos procedimientos penales.

Hemos de concluir, en consecuencia, que no ha exis-
tido la vulneración de derechos fundamentales que se
denuncia en la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por Don Manuel Rosado
González.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Firmados y rubricados.

548 Sala Segunda. Sentencia 222/1997, de 4 de
diciembre de 1997. Recurso de amparo
1.155/1997. Contra Auto de la Sala de lo
Penal de la Audiencia Nacional dictada en ape-
lación sobre el del Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 5 en expediente de extradición
a su vez previamente confirmado en reforma.
Supuesta vulneración de los derechos a la
tutela judicial efectiva, a un proceso con todas
las garantías, a la legalidad penal y a la libertad
personal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.155/97, interpuesto
por don Ángel Isidoro Rodríguez Sáez, representado por
el Procurador de los Tribunales don Antonio de Palma
Villalón y asistido del Letrado don Manuel Murillo Carras-
co, contra Auto, de 20 de febrero de 1997, de la Sección
Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.
Han comparecido el Ministerio Fiscal y la Procuraduría
General de los Estados Unidos de México representada
por el Procurador de los Tribunales don Ángel Rojas
Santos y con la asistencia letrada de doña Luz María
Pérez Narezo. Ha sido Ponente don José Gabaldón López,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El 20 de marzo de 1997, y previamente el 17
anterior en el Juzgado de Guardia de Madrid, tuvo entra-
da en el registro de este Tribunal escrito de la repre-
sentación procesal de don Ángel Isidoro Rodríguez Sáez,
por medio del cual interpone recurso de amparo contra
el Auto de la Sección Tercera de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional, de 20 de febrero de 1997,
dictada en recurso de apelación núm. 80/96 sobre el
del Juzgado Central de Instrucción núm. 5, de 9 de agos-
to de 1996, en expediente de extradición núm. 30/96,
a su vez previamente confirmado en reforma el día 27
del mismo mes y año.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Con causa en la orden de aprehensión dictada
el 12 de marzo de 1996 por el Juzgado Primero de
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Distrito en Materia Penal del Distrito Federal de México,
el Juzgado Central de Instrucción núm. 5 dictó, el 29
de julio de 1996, Auto por el que, entre otros extremos,
se decretó la prisión provisional incondicional del hoy
demandante de amparo, prisión que habría de quedar
sin efecto a los cuarenta y cinco días por no haberse
presentado para entonces y en forma la correspondiente
demanda de extradición.

b) Celebrada ulteriormente la audiencia prevista en
el art. 504 bis 2 L.E.Crim., con fecha 9 de agosto siguien-
te el propio Juzgado Central acordó sustituir la medida
de prisión por la libertad del recurrente bajo fianza
de 5.000.000 de pesetas y otra serie de cargas per-
sonales. Tal resolución fue confirmada en recurso de
reforma, presentado por la Procuraduría General de los
Estados Unidos de México, por el propio Juzgado, con
fecha 27 del mismo mes y año.

c) Entretanto, la orden de aprehensión mexicana
de 12 de marzo de 1996 fue objeto de un proceso
de amparo constitucional en aquella República, en el
que recayeron sucesivas decisiones del Juez Undécimo
de Distrito en Materia Penal del Distrito Federal, de 26
de agosto de 1996, y del Primer Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Primer Distrito, en grado de revisión,
de 11 de diciembre de 1996.

d) El Juez Primero de Distrito dictó el 20 de diciem-
bre de 1996 nueva orden de aprehensión, tras subsanar
los vicios indicados por el Tribunal citado.

e) El Auto del Juzgado Central de Instrucción por
el que se acordó la libertad bajo fianza del recurrente
fue objeto de recurso de apelación, al que se adhirió
el Fiscal, recayendo Auto de la Sección Tercera de la
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 20 de
febrero de 1997, por el que se declaró haber lugar al
recurso, modificando de nuevo la situación personal del
recurrente y acordando la de prisión sin fianza.

3. Con fundamento en los derechos a la tutela judi-
cial efectiva, a un proceso con todas las garantías, a
la legalidad penal (non bis in idem) y a la libertad per-
sonal, la demanda invoca las siguientes vulneraciones
de derechos fundamentales: 1.a) Que se admitiera y
diera curso a los recursos presentados en el procedi-
miento extraditorio por la Procuraduría General de los
Estados Unidos de México, no parte en el proceso en
ese momento, quien, por ende, se personó en apelación
un mes después de finalizado el término de personación
en la apelación; 2.a) La argumentación en que se apoya
la Sala para acordar la imposición de la prisión resulta
inconsecuente con la doctrina constitucional relativa al
derecho a la libertad y a la legalidad penal por cuan-
to: A) Entender subsistente «en principio» la orden de
aprehensión de 12 de marzo de 1996, lo que demuestra
la duda del Tribunal, vulnera la regla interpretativa pro
reo; B) La nueva orden de aprehensión de 20 de di-
ciembre de 1996 incurre en patente vulneración del prin-
cipio non bis in idem, incluido en el derecho a la
legalidad penal, por dictarse respecto a hechos idénticos
a los que fundaron la orden de 12 de marzo anterior,
luego anulada en proceso de amparo constitucional; C) El
riesgo de fuga es inexistente, como lo demuestra el
hecho de que, ya iniciado el procedimiento, se encon-
traba en libertad desde el 9 de agosto anterior; D) La
extra dición se fundamenta en delitos no sometidos
a pena superior a la de prisión menor, por lo que la
imposición de la prisión debiera ser excepcionalísima
(art. 503.2.a L.E.Crim.). E) El ser práctica del Tribunal
seguir los criterios del Estado requirente no es argumento
constitucionalmente atendible. 3.a) La decisión recurrida
la reputa el recurrente abiertamente irrazonable, por lo
que vulneraría por esto mismo el derecho a la tutela
judicial.

4. Por sendas providencias de 9 de junio de 1997,
la Sección Tercera acordó admitir a trámite la demanda
de amparo y formar pieza para la tramitación de incidente
sobre suspensión y conforme determina el art. 56 de
la Ley Orgánica de este Tribunal, conceder un plazo
común de tres días a la parte recurrente y al Ministerio
Fiscal para que alegasen lo que estimaran pertinente
sobre dicha suspensión. Por Auto de la Sala Segunda
de este Tribunal, de 21 de julio de 1997, se denegó
la suspensión solicitada.

5. La Sección Tercera, por providencia de 24 de
julio de 1997, acordó tener por personado y parte en
el procedimiento al Procurador don Ángel Rojas Santos,
en nombre y representación de la Procuraduría General
de la República de los Estados Unidos Mexicanos, acor-
dándose entender con él las sucesivas actuaciones, así
como dar vista de las actuaciones recibidas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común de
veinte días, dentro de los cuales podrían presentar las
alegaciones que estimaran pertinentes, conforme deter-
mina el art. 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de
septiembre de 1997, la parte recurrente en amparo alegó
que la resolución de 20 de febrero de 1997 de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional había vulnerado
los arts. 17 y 24 C.E., pues no se motivó suficientemente
cuáles eran las razones para modificar la situación de
libertad por la de prisión provisional incondicional y, ade-
más, no se apreciaban las circunstancias concretas y
personales del caso, como exige la STC 128/1995,
de 26 de julio. Reprocha a la Sala que no se tuvo en
cuenta el principio in dubio pro reo ni su arraigo en
España ni tampoco que el riesgo de fuga era inexistente
ni que las medidas que se habían adoptado, como la
fianza, eran suficientes. Para el recurrente «el art. 15.b)
del vigente Tratado con México obliga a examinar la
resolución judicial del Juzgado mexicano a efectos de
análisis comparativo con la legislación española». Para
el recurrente «el hecho imputado, y en el supuesto de
que fuera cierto... no constituiría en España más que
una infracción administrativa, y en el más rígido de los
casos y estirando mucho la analogía, un delito del art.
295 del actual Código Penal, donde la pena mínima alter-
nativa es la multa, y la pena más grave seis meses a
cuatro años. No se da claramente el requisito mínimo
de la doble incriminación ni tampoco el mínimo de una
pena privativa superior a un año...».

Manifiesta que «es totalmente inadmisible que un Tri-
bunal fundamente una decisión tan grave como es la
privación de libertad de un ciudadano, simplemente
tomando como base la «práctica habitual de la Audiencia
Nacional» sin entrar en más consideraciones», pues se
vulnera así el art. 24 C.E.). Invoca la excepcionalidad
de la prisión preventiva frente a la normalidad de la liber-
tad, con o sin fianza, excepcionalidad que dimana de
la Constitución, concluyendo que con arreglo a las
SSTC 128/1995 y 66/1997, continuar manteniendo
la situación de prisión provisional no tiene justificación
pues en esencia es expresión larvada de un automatismo
en el decreto de la prisión provisional abiertamente con-
trario a los principios de excepcionalidad, subsidiariedad,
provisionalidad y proporcionalidad.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 17 de
septiembre de 1997, y previamente en los Juzgados
de Guardia de Madrid el 15 de septiembre anterior, don
Ángel Rojas Santos, Procurador de los Tribunales y de
la Procuraduría General de la República de los Estados
Unidos Mexicanos, interesa que se deniegue el amparo.
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Alega, en primer lugar, que el amparo solicitado debe
ser denegado de plano, por no cumplirse los extremos
establecidos por la Ley Orgánica del Tribunal Constitu-
cional, pues el Auto de 20 de febrero de 1997 de la
Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional, que revoca la libertad provisional y acuerda
la prisión preventiva del recurrente, si bien tiene firmeza
en cuanto a que determina por el momento la situación
personal del reclamado dentro del procedimiento de
extradición, no da fin al procedimiento extradicional en
lo principal, es decir, la sentencia definitiva y con pos-
terioridad el acuerdo del Consejo de Ministros del Go-
bierno de España, determinarán la conclusión del pro-
cedimiento.

Manifiesta la Procuraduría que es claro que la deten-
ción del recurrente cumplió con las dos vías jurídicas,
que no excluyentes, previstas en el Tratado de Extra-
dición y Asistencia Jurídica Mútua en Materia Penal sus-
crito entre España y México (hecho en México el 21
de noviembre de 1978 y ratificado por España por ins-
trumento de 14 de marzo de 1980, publicado en el
«Boletín Oficial del Estado» de 17 de junio de 1980).
En un primer término, se cumplió con la cooperación
jurídica judicial establecida en los canales de Interpol
y, colateralmente, se formuló la nota diplomática exigida
en los arts. 14 y 19 del citado Convenio Hispano
Mexicano.

Alega que el art. 15 del meritado Tratado de Extra-
dición México-España, norma reguladora de relaciones
binacionales en materia de extradición, advierte que con
la solicitud de extradición se enviará: «b) Original o copia
auténtica de sentencia condenatoria u orden de apre-
hensión, auto de prisión o cualquier otra resolución judi-
cial que tenga la misma fuerza según la legislación de
la Parte requirente...», y que en ningún apartado de dicho
Convenio bilateral se obliga a que las órdenes de apre-
hensión sean «firmes». La firmeza, afirma, es un requisito
que al estar previsto en la Ley de Extradición Pasiva
sólo sería exigible en el caso de inexistencia de Tratado
de Extradición, toda vez que al existir éste último, las
normas negociadas por ambos Estados se vuelven norma
suprema y tienen una mayor jerarquía que las leyes pura-
mente adjetivas. Rechaza que exista violación al principio
non bis in idem pues este principio tutela la garantía
procesal e individual de no ser juzgado dos veces por
un mismo delito y la naturaleza que persigue el pro-
cedimiento de extradición consiste en la entrega de fugi-
tivos que sean reclamados por sus gobiernos, sin que
tal figura jurídica autorice al gobierno reclamado a hacer
valoraciones subjetivas respecto de la responsabilidad
penal o inocencia del extradendus.

Continúa alegando la Procuraduría que deben recha-
zarse las irregularidades procesales denunciadas por la
parte recurrente en relación con el trámite procesal para
interponer los recursos de reforma y apelación, éste últi-
mo aceptado por la Audiencia Nacional revocando la
libertad provisional y dictando en su lugar la prisión,
pues: «el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos,
a través de su Embajada en Madrid, el 29 de julio
de 1996 presentó ante el Ministerio de Asuntos Exte-
riores la Nota Diplomática núm. 1.414 por la cual se
solicitaba la detención preventiva con fines de extradi-
ción internacional».

En cuanto al hecho de que el escrito correspondiente
contuviera el error de designarse parte apelada cuando
claramente lo hacía como apelante, a la vista de los
datos obrantes en el rollo, dice que fue subsanado por
la misma Sala en el primer proveído. Esta representación
procesal, afirma, es parte acreditada y reconocida legal-
mente en el expediente gubernativo de extradi-
ción 30/96. Como consecuencia de dicha personación

activa, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional admi-
tió y resolvió la apelación, revocando la libertad pro-
visional y ordenando la prisión del extradendus.

Precisa la Procuraduría que si bien a juicio de la repre-
sentación procesal del reclamado, el Auto del 20 de
febrero pasado viola los artículos 17 y 24 de la Cons-
titución Española ya que consideran que éste fue emitido
«sin suficiente motivación y sin las circunstancias con-
cretas y personales del caso» no comparte esos razo-
namientos, pues «de la simple lectura del Auto com-
batido se aprecia que los Magistrados que integran la
Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional analizaron el contenido del Auto del 9 de agosto
de 1996» y las razones por las cuales, en aquel momento
procesal, el Juez sustituto del Juzgado Central de Ins-
trucción número Cinco dictó la libertad provisional a don
Ángel Isidoro Rodríguez Sáez.

Alega que en relación con don Ángel Isidoro Rodrí-
guez Sáez no sólo existe un riesgo de fuga sino que
éste es una realidad patente. No es que exista peligro
de que el reclamado pueda eludir la acción de la justicia,
sino que, efectivamente, la ha eludido previamente y
por tal razón, el Gobierno de México ha solicitado su
extradición. Afirma que aunque la defensa del reclamado
señala que dado que la pena con la que podría ser san-
cionado por la comisión del delito que le es atribuido
es de un máximo de seis años, no procede imponer
una medida cautelar de prisión preventiva, sin embargo,
el referido artículo de la ley adjetiva incluye también
la posibilidad de dictar una medida de prisión provisional
para el caso de que el delito atribuido tenga señalada
una pena de prisión menor e incluye cuatro supuestos
que han sido debidamente analizados por la Sección
Tercera de la Sala Penal de la Audiencia Nacional. Por
último, afirma que no es competencia de las autoridades
españolas el entrar al estudio de la constitucionalidad
de una resolución judicial mexicana.

8. El Ministerio Fiscal por escrito registrado en este
Tribunal el 24 de septiembre de 1997, interesa que se
deniegue el amparo solicitado.

Según el Ministerio Fiscal, es al juicio de control externo
al que debe limitarse el Tribunal Constitucional, que care-
ce de la inmediación sobre los datos fácticos y elementos
personales propios del expediente de extradición, que
es función que corresponde en exclusiva a la jurisdicción
ordinaria, lo mismo que la de la calificación penal de
los hechos y la determinación del tipo de pena aplicable
o de su cuantía.

Para el Ministerio Fiscal conviene señalar que consta
en autos, y el propio recurrente lo reconoce, que existe
una orden judicial de aprehensión dictada por Juez mexi-
cano competente y que la misma ha sido transmitida
reglamentariamente a las autoridades judiciales espa-
ñolas por organismo autorizado para ello conforme al
art. 8 de la Ley 4/1985, reguladora del Procedimiento
de Extradición Pasiva.

La concurrencia de estos requisitos impide, para el
Ministerio Fiscal, apreciar que la prisión provisional dic-
tada incida negativamente en el derecho fundamental
a la libertad del recurrente, quedando reducidas las cues-
tiones que se plantean en el recurso al examen de la
regularidad formal de los presupuestos de hecho que
han de presidir el proceso de extradición y la concesión
por los Tribunales españoles del auxilio judicial inter-
nacional. Tales presupuestos formales fueron examina-
dos e interpretados por la Audiencia Nacional a la luz
de la legislación vigente, calificando en la resolución
recurrida como válida y subsistente la orden de deten-
ción internacional contenida en las resoluciones de 12
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de marzo y 16 de diciembre de 1996, dictadas por el
Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal del Distrito
Federal de México como las cuestiones relativas a la
validez y eficacia de la orden de detención internacional
y del cauce administrativo de su recepción son cues-
tiones de carácter meramente adjetivo, que pertenecen
a la esfera propia de la legalidad ordinaria y su valoración
jurisdiccional, de no mostrarse absolutamente infundada
o irrazonable, no debe ser objeto de revisión en sede
constitucional.

Respecto a las deficiencias procedimentales tales
como la tardía personación procesal de la representación
de los Estados Unidos Mejicanos, su retraso en com-
parecer ante el Juez cuando fue emplazada para ello
y la expresión en el recurso de apelación presentado
por dicha representación de que ésta comparecía como
parte «apelada», siendo así que en realidad interponía
el recurso —como no podía ser de otra manera— como
parte «apelante» nos encontramos para el Ministerio Fis-
cal, al menos en cuanto a las dos primeras alegaciones,
ante verdaderos defectos del procedimiento, en cuanto
que la falta de personación formal en el proceso penal,
y por extensión en el procedimiento de extradición, es
determinante de la falta de aptitud procesal y, de la
misma manera, la falta de comparecencia de una de
las partes ante un órgano jurisdiccional en el plazo con-
cedido puede dar lugar a la pérdida del derecho a realizar
un determinado trámite procesal, pero al propio tiempo
hemos de recordar, dice, la doctrina constitucional con-
tenida en las SSTC 290/1993, 126/1991, 155/1988
y 149/1987, entre otras, acerca de la relevancia cons-
titucional de las irregularidades procedimentales, respec-
to de las que se afirma que no son suficientes para
apreciar la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva si no queda acreditada «la efectiva concurrencia
de un estado de indefensión material o real», de tal mane-
ra que si de las alegaciones del recurrente o del examen
de las actuaciones no se deduce ese perjuicio real y
efectivo, no será procedente la concesión del amparo.
En el supuesto examinado, ninguna disminución sufrió
el demandante de amparo en su derecho de defensa
por los hechos denunciados, ya que en todo momento
pudo realizar cuantas alegaciones y peticiones tuvo por
conveniente, obteniendo cumplida respuesta de todas
ellas, sin que el propio actor alegue haber sido privado,
en todo o en parte, de su derecho de defensa, es así
aplicable la doctrina constitucional antes apuntada, afir-
ma el Ministerio Fiscal.

En relación a la prisión provisional, dice, el Tribunal
Constitucional ha señalado que las garantías en torno
a esta medida cautelar son ante todo de índole material
y no procesal, no pudiéndose atribuir la misma relevancia
«al incumplimiento del plazo de prisión que al del plazo
para adoptar la decisión de su prolongación»
(ATC 527/1988), poniendo así de manifiesto que tam-
poco el incumplimiento de las formalidades exigidas para
su adopción genera la nulidad de la resolución dictada,
si los trámites omitidos no generan indefensión material.

Concluye el Ministerio Fiscal que los defectos pro-
cesales observados en el procedimiento, que fueron
oportunamente subsanados en el curso del mismo, en
interés de la efectividad de la tutela judicial de la parte
a la que se referían directamente, son cuestiones de
mera legalidad ordinaria, sin repercusión en los derechos
fundamentales alegados por el recurrente y, por lo tanto,
sin aptitud para promover el amparo de la jurisdicción
constitucional.

9. Por providencia de fecha 1 de diciembre de 1997,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia, el día 4 del mismo mes.

II. Fundamentos jurídicos

1. Es objeto de este recurso de amparo el Auto de
la Sala de lo Penal, Sección Tercera, de la Audiencia
Nacional, de 20 de febrero de 1997, recaído en el pro-
cedimiento 30/96, rollo de apelación 80/96, acordando
la prisión sin fianza del recurrente en el procedimiento
de extradición por presunta vulneración de los derechos
reconocidos en los arts. 14, 17 y 24 de la Constitución.

En el Auto ahora recurrido, la citada Sección de la
Audiencia Nacional revocó, a instancia del Fiscal, la ante-
rior resolución del Juez de Instrucción Central núm. 5
que había sustituido la prisión inicialmente acordada por
la libertad bajo fianza del recurrente. Y se fundaba en
que la orden de detención internacional emitida por el
Juzgado Undécimo de Distrito en Materia Penal en el
Distrito Federal de México el 12 de marzo de 1996
y que había determinado el primer auto de prisión del
Juez español, subsistía con posterioridad a otras deci-
siones del mismo Juzgado Undécimo y del Primer Tri-
bunal Colegiado en Materia Penal de México, puesto
que el referido Juez Primero de Distrito había dictado
nueva orden de aprehensión el 20 de diciembre de 1996,
tras subsanar los vicios de la anterior.

Se rechazaban en el Auto recurrido las alegaciones
del recurrente, que sólo había citado la resolución del
Tribunal Colegiado mexicano de 11 de diciembre
de 1996, negando por otra parte que existiera una per-
secución política y se argumentaba sobre la práctica
habitual en el proceso de extradición de seguir los dic-
tados del país reclamante siempre que no vulnere el
ordenamiento jurídico español, insistiendo además acer-
ca de que es grande el riesgo de fuga del reclamado
y concluyendo con la procedencia de revocar la citada
resolución del Juez Central atendiendo a la certeza y
subsistencia del requerimiento del país reclamante unido
a la gravedad de los hechos y el riesgo cierto de fuga,
aumentado por los cuantiosos medios económicos del
sujeto reclamado.

2. El recurrente, fundándose en las alegaciones que
se han expresado en el antecedente 3.o de esta Sen-
tencia, entiende, en síntesis, que dejar subsistente la
orden de aprehensión de 12 de marzo de 1996, vulneró
el principio in dubio pro reo. Además, arguye que la
nueva orden de aprehensión de 20 de diciembre
de 1996 habría incurrido en vulneración de otro prin-
cipio, el non bis in idem, incluido en el derecho a la
legalidad penal. Y que dicha orden se dictó, dice, en
relación con hechos idénticos a los que dieron lugar
a la orden de 12 de marzo anterior, que había sido,
según él, anulada en el proceso de amparo constitucional
mexicano. En su defensa invoca la inexistencia de riesgo
de fuga, el arraigo del recurrente en España, la escasa
entidad de la pena por los supuestos delitos imputados
y que se hayan seguido los criterios del Estado requirente
así como la irrazonabilidad de la decisión recurrida. Invo-
ca, pues, los derechos a la tutela judicial efectiva, a un
proceso con todas las garantías, a la legalidad penal
y a la libertad personal.

3. Procede desestimar las alegadas vulneraciones
de derechos fundamentales. El análisis del Auto de la
Audiencia Nacional recurrido revela que todos los razo-
namientos esgrimidos en la demanda de amparo cons-
titucional tienen su base en un principal argumento: La
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva deri-
vada de la contraposición entre unos fallos favorables
al recurrente en México e incluso en nuestro país y otros
contrarios en México y en España, de lo cual hace ade-
más derivar la conculcación de su derecho a la libertad
personal.
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Mas la existencia de una segunda orden de detención
en México en la misma causa, apenas unos días después
de que se apreciaran vicios formales en la primera, no
se opone a la validez de aquélla ante los Tribunales espa-
ñoles a quienes se transmitió por el organismo autorizado
al efecto, pues fue igualmente dictada por un órgano
judicial competente de aquel país tras corregir los vicios
de que adolecía la primera cumplimentando así la deci-
sión del Tribunal revisor tal como consta en las actua-
ciones y que calificó como válida y subsistente la orden
de detención internacional. Aquella fue la resolución que
en España motivó el acuerdo de extradición así como
el de prisión sin fianza. Y sin que, del hecho de que
anteriormente se hubiera dictado auto de libertad bajo
fianza quepa deducir la existencia de vicio en el pro-
cedimiento, puesto que la Audiencia, ante recurso del
Fiscal, se fundó para acordar la prisión en la subsistencia
de la petición de aprehensión y en las circunstancias
de hecho concurrentes.

4. Debe rechazarse la alegación fundada en vulne-
ración del principio non bis in idem. Éste consiste en
la prohibición de un doble proceso con un mismo objeto,
según doctrina reiterada de este Tribunal (SSTC
77/1983, 159/1985, 94/1986, 107/1989,
154/1990, 204/1996 y 41/1997; AATC 1001/1987,
263/1989, 289/1994 y 329/1995). Pero sólo se
incurre en esa prohibición cuando el primer proceso ha
concluido con una resolución que produzca el efecto
de cosa juzgada. Como afirmábamos en la STC
159/1987, «si la cosa juzgada («material», según la más
arraigada expresión doctrinal) fuese desconocida, ven-
dría a privarse de eficacia a lo que se decidió con firmeza
al cabo del proceso. A la misma conclusión se llega
si se atiende al Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos (hecho en Nueva York el 19 de diciembre
de 1996 y ratificado por España («Boletín Oficial del
Estado» del 30 de abril de 1977), cuyo art. 14.7 dispone
que «nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito
por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una
Sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento
penal de cada país». En el presente caso, según la doc-
trina expuesta, es evidente que no se ha vulnerado ese
principio puesto que no consta que en el Estado español
se haya dictado Sentencia alguna definitiva en relación
con el caso. Y no cabe deducir violación de este principio
por el hecho de que se atuviesen los Tribunales espa-
ñoles a la segunda orden de aprehensión, dictada como
antes indicamos.

5. No cabe por otra parte afirmar que la tardía per-
sonación de la representación de los Estados Unidos
de México en el proceso de extradición produjese una
efectiva indefensión vulneradora del derecho a la tutela
judicial acerca de lo cual el recurrente se limita a esa
afirmación sin acreditar la razón o los hechos por los
que dicha personación infringiera el procedimiento.

Según manifiesta la Procuraduría mexicana, la deten-
ción del recurrente cumplió con las dos vías jurídicas,
que no excluyentes, previstas en el Tratado de Extra-
dición y Asistencia Jurídica Mútua en Materia Penal sus-
crito entre España y México. En un primer término, se
cumplió con la cooperación jurídica judicial establecida
en los canales de Interpol y, colateralmente, se formuló
la nota diplomática exigida en los arts. 14 y 19 del Con-
venio de Extradición Hispano Mexicano. Es decir, que
la tardía personación procesal del representante de Méxi-
co, así como la errónea cita de comparecer como «ape-
lada» en lugar de apelante de la decisión del Juez no
determinó un defecto del procedimiento productor de
indefensión puesto que el recurrente pudo, y de hecho
alegó, cuanto tuvo a bien en defensa de sus derechos
o intereses.

Y ha de señalarse por otra parte que, tanto esas cues-
tiones como la relativa al cauce de recepción en España
de dicha orden de detención internacional son de pro-
cedimiento y por tanto de legalidad ordinaria, razón por
la cual, al no advertirse vicio que produzca indefensión,
han de reputarse propias de la esfera de competencia
del Tribunal de origen cuya valoración se muestra razo-
nablemente fundada. El presunto incumplimiento, que
no se ha comprobado, de reglas formales sin proyección
sustantiva, no determina por sí mismo un vicio de la
resolución y menos si, como ocurrió, los defectos pro-
cesales fueron debidamente subsanados por el órgano
competente para dictarla, como es fácil constatar. No
sólo se ha expresado una motivación acorde con las
decisiones tomadas durante los procesos seguidos ante
los órganos judiciales, sino que las dudas que pudieran
existir sobre posibles contradicciones entre las resolu-
ciones de los distintos órganos judiciales mexicanos que-
daron disipadas. La orden de aprehensión de 20 de
diciembre de 1996 del Juez Primero de Distrito en Mate-
ria Penal, resolvió, como hemos dicho, los vicios formales
existentes en el Auto impugnado, solución que supone
que la prisión del recurrente no pueda reputarse vul-
neradora de ese derecho.

6. Otro tanto ocurre con la alegación relativa a la
gravedad de la pena señalada en España al delito que
motiva la extradición (art. 2 de la Ley de Extradición
Pasiva 4/1985, de 21 de marzo y 2 del Tratado de
Extradición con los Estados Unidos Mexicanos (hecho
en México el 21 de noviembre de 1978 y ratificado
por España por Instrumento de 14 de marzo de 1980,
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de
junio de 1980), por cuanto la apreciación relativa a la
calificación en España de los hechos es una cuestión
asimismo de legalidad ordinaria, en su momento apre-
ciada por el Tribunal penal y sin que de lo actuado resulte
dato alguno que permita establecer incumplimiento de
los preceptos aplicables suceptible de desautorizar una
interpretación del acuerdo de prisión distinta de la efec-
tuada por aquél y según la cual carece de realidad la
alegación de que el hecho por el que los Tribunales
mexicanos solicitan la extradición, constituiría en España
solamente una infracción administrativa.

7. La invocada vulneración del principio in dubio
pro reo es de todo punto inconsistente. La Audiencia
Nacional utilizó criterios rigurosos en la salvaguarda de
los derechos fundamentales y libertades públicas, sin
incurrir, como se ha dicho, en motivaciones inapropiadas
ni tampoco viciadas por una indebida práctica habitual,
sino, muy al contrario, fundando razonablemente su deci-
sión. No cabe deducir vulneración de este principio por
el hecho de que el Auto recurrido se refiriera a la orden
de aprehensión entendiéndola subsistente «en principio»
puesto que se razona suficientemente el motivo de tener-
la por tal y de reputarla vigente tras la subsanación de
los defectos que, según el Tribunal mexicano, habían
motivado la anulación de la anterior.

8. En cuanto a la alegación sobre violación del
art. 17 C.E. hay que concluir en que no se ha producido.

Como hemos tenido ocasión de declarar, (entre otros,
en el ATC 277/1997), la privación cautelar de libertad
acordada tiene cobertura legal en la Ley 4/1985 de
21 de marzo, de Extradición pasiva, —en adelante L.E.P.—
que en su art. 8 prevé la detención preventiva a efectos
de extradición, que puede ser transformada judicialmen-
te en lo que la ley denomina también «prisión provi-
sional», con los plazos máximos de duración establecidos
en la propia ley y en los Convenios Internacionales sus-
critos por España. Dichos plazos máximos han sido ana-
lizados, entre otras, en la STC 121/1985.
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Cierto es que esta privación cautelar de libertad en
estos casos es, por sus efectos materiales, idéntica a
la que cabe acordar en el proceso penal pero mantiene
puntos diferenciales que han de ser resaltados.

Así, se produce en un proceso judicial dirigido exclu-
sivamente a resolver sobre la petición de auxilio juris-
diccional internacional en que la extradición consiste.
No se ventila en él la existencia de responsabilidad penal
sino el cumplimiento de las garantías previstas en las
normas sobre extradición, y, por ello, no se valora la
implicación del detenido en los hechos que motivan la
petición de extradición, ni se exige la acreditación de
indicios racionales de criminalidad, ni son aplicables en
bloque las normas materiales y procesales sobre la pri-
sión provisional previstas en la L.E.Crim., aunque el pá-
rrafo tercero del art. 10 de la L.E.P. se remita, subsi-
diariamente, a los preceptos correspondientes de la mis-
ma reguladores del límite máximo de la prisión provi-
sional y los derechos que corresponden al detenido.

Además, su adopción, mantenimiento y duración se
regula expresamente en la L.E.P. y se dirige exclusiva-
mente a a evitar la fuga del sometido a extradición
—art. 8.3.o L.E.P.—.

Y se decreta, por último, sobre quien no está dis-
puesto a comparecer ante los Tribunales que le reclaman,
sean o no de su nacionalidad, y para ello ha huido de
su territorio o se niega a regresar a él. Por lo tanto el
procedimientro sólo continúa judicialmente si el recla-
mado no accede voluntariamente a la petición de com-
parecer ante el Tribunal o la autoridad que demanda
la extradición. Por ello la valoración del riesgo de fuga
se hace siempre sobre quien ya se está hurtando a la
acción de la Justicia por no colaborar con los Tribunales
del país reclamante. Y en este caso se ha tenido en
cuenta de modo expreso por el Tribunal penal, incluso
poniendo de relieve alguna de las circunstancias que
lo hacen sospechar.

A partir de tales matices diferenciales cabe concluir
que la queja relativa a la arbitrariedad de la medida con
invocación del art. 17 C.E., es indicativa de la discon-
formidad del recurrente con su motivación. Pero no de
que la misma sea insuficiente. El examen de las reso-
luciones impugnadas pone de manifiesto que no son
arbitrarias, sino que exteriorizan un criterio fundado
sobre la necesidad en este caso de la prisión preventiva
al poner de manifiesto la previa sustracción a la justicia
de su país determinante de la solicitud de extradición,
el riesgo de fuga, siempre presente en tales supuestos
y derivado, además en este caso, de la gravedad de
los hechos imputados y la facilidad que al respecto puede
proporcionar la disponibilidad de medios económicos
cuantiosos.

Argumentos expuestos en el Auto recurrido que son
razonables y constituyen una fundamentación suficiente
y acorde con la finalidad de la medida cautelar, tal y
como se configura en la ley, por lo que debe rechazarse
la imputación de que lesionen el derecho fundamental
a la libertad personal del recurrente.

9. En el caso, pues, la prisión se adoptó, como pro-
cedía, mediante Auto suficientemente motivado
(STC 41/1982), expresando con claridad la causa como
exige nuestra STC 28/1985 e indicando, como prevé
la Resolución 65 del Consejo de Europa, el objeto de
la privación de libertad, consistente aquél en el cum-
plimiento de la petición de extradición del otro Estado
según la orden de detención emitida por éste, cursada
y recibida legalmente y expresando, como dicha reso-
lución indica, los motivos que la justificaron, en los que
reposa el razonamiento del órgano judicial y que resultan
concluyentes al fin expresado pues los requisitos for-
males exigidos por este Tribunal (STC 128/1995) deben

reputarse cumplidos por el Auto que se recurre. Su causa
en la petición de extradición de México se constata y
razona suficientemente, con referencia expresa a las
decisiones de aquel país y a la efectividad de la últi-
mamente enviada una vez subsanados los defectos por
los cuales la anterior había sido revocada. Y, por otra
parte, se desestima, por no resultar acreditada, la impu-
tación que la tachaba de petición originada por una per-
secución política.

Aparte la razón derivada de haberse cumplido los
términos del requerimiento internacional, determinante
de lo que el propio Auto denomina como «práctica habi-
tual de este Tribunal» de «seguir los dictados del país
reclamante siempre que esa situación no vulnere los
preceptos legales españoles sobre el particular», como
por otra parte resulta de los arts. 7 y 8 de la Ley de
Extradición Pasiva y del Tratado de Extradición Mexicano,
no olvida tampoco como hemos dicho la resolución
recurrida explicitar los fundamentos que junto a aquél
justifican y expresan el fin de la medida como exige
la Sentencia citada, en este caso, la prisión solicitada
por el Estado reclamante y el riesgo de fuga del sujeto,
potenciado por la gravedad de los hechos y los medios
económicos de los que ostensiblemente dispone
(STC 128/1995). Motivos que aquel Tribunal entiende
suficientes para acordar una medida que, aun provisio-
nal, incide de modo determinante en la libertad individual
reconocida y tutelada por el art. 17 C.E., y que excluyen
su lesión según dicha motivación, expresiva de la legi-
timidad constitucional del fin de aseguramiento del suje-
to hasta su entrega al Estado requirente (art. 21 del
referido Tratado).

Por todo lo expuesto, procede la desestimación del
recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver i Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

549 Sala Primera. Sentencia 223/1997, de 4 de
diciembre de 1997. Recurso de amparo
1.464/1997. Contra resoluciones del Juzga-
do de Primera Instancia núm. 4 de Ponferrada
recaídas en procedimiento del art. 131 L.H.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: No constancia de título sufi-
ciente para amparar la continuidad de la situa-
ción posesoria existente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don


